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  Introducción




  En Venezuela, el período 2007-2008 estuvo marcado por un notable incremento

de los ingresos petroleros y de los homicidios. En este corto tiempo,

el país tuvo riqueza y asesinatos como nunca antes. Una paradoja difícil de

entender; una paradoja que se resiste a las explicaciones simples.




  El incremento sorpresivo del precio del barril de petróleo, durante

los meses de julio de 2007 a julio de 2008, trajo al país una cantidad

de recursos difíciles de imaginar por el ciudadano común. Para un país

que vive de la renta petrolera eso significó, nuevamente, una gran riqueza

caída del cielo, pues no hubo aumento ni en la producción, ni en la

productividad, sino en la renta. Entre 1998 y el año 2008, los precios

del petróleo se multiplicaron por doce y el número de homicidios se

multiplicó por tres.




  Este escándalo de muertes sin sentido se encuentra acompañado

de un notable silencio oficial. Hay un mutismo escandaloso de cifras y

políticas públicas. Las autoridades responsables de las políticas de seguridad

ciudadana no han mostrado al país ni sus archivos, ni sus posiciones

para explicar ese desmedido y doloroso aumento de la violencia en

Venezuela.




  Hace unos años, Venezuela no aparecía en los anales de violencia y

hoy en día es, junto con El Salvador, uno de los dos países más violentos

de América Latina; más que Colombia y mucho más que Brasil y México,

naciones con las cuales solíamos compararnos en estas contabilidades.

Caracas es, con creces, la capital más violenta de América Latina.




  Esta dura realidad amerita explicaciones adecuadas, para poder entender

lo que sucede y para poder contribuir a atenuar el dolor de tantas

madres y tantos hijos que ven morir a sus familiares. Ése es el propósito

de este libro y de las múltiples miradas que aquí se aportan: sociólogos,

psicólogos, abogados, criminólogos, estadísticos, politólogos, comunicadores

sociales, todos colocan, desde su experiencia y experticia, su grano

humilde de arena para describir, comprender y explicar la reciente epidemia

de violencia en Venezuela.




  Para estudiar la violencia se utilizaron múltiples herramientas de investigación

científica: se hizo una encuesta por muestreo en 21 estados del país,

en julio de 2008, en la cual se le preguntó a personas que fueron seleccionadas

en sus casas acerca de sus experiencias y opiniones sobre la violencia. Se

llevaron a cabo entrevistas en grupos focales en siete ciudades, con personas de

los sectores D y E, los más pobres de la sociedad. Se reporta la observación

directa de quienes trabajan y están en contacto con víctimas y victimarios

en las zonas violentas; y se utilizó, también, la observación participante de

quienes no sólo trabajan, sino que además viven y duermen, compartiendo

sueños y riesgos, con la población de los barrios populares, que son los espacios

donde se comete el mayor número de asesinatos del país.




  Este libro es el fruto de un sostenido trabajo de colaboración entre

grupos de investigación de las universidades nacionales. Por un lado, es

el resultado de un proyecto de trabajo de grupos que han recibido apoyo

financiero del Fondo Nacional de Ciencia y Tecnología (FONACIT) y que

ha permitido el encuentro, diálogo y polémica, pero siempre cooperación

científica, amistosa y respetuosa, entre tres instituciones: el Instituto de

Ciencias Penales de la Universidad Central de Venezuela (UCV), el Instituto

de Criminología Lolita Aniyar de Castro de la Universidad del Zulia

(LUZ) y el Laboratorio de Ciencias Sociales (LACSO). En ese trabajo

han sido figuras centrales por la Universidad Central de Venezuela, los

profesores Elsie Rosales y Carmelo Borrego, actual director del Instituto

de Ciencias Penales, y las profesoras investigadoras Carmen Luisa Roche,

María Josefina Ferrer, Gilda Núñez y Neelie Pérez. Por la Universidad

del Zulia, los profesores investigadores Alexis Romero, Raima Rujano y

Miguel Ángel Romero, así como Jesús Enrique Párraga, actual director

del Instituto de Criminología. Y por LACSO, los profesores Olga Ávila,

Alberto Camardiel, Verónica Zubillaga y quien esta nota escribe.




  Adicional a este grupo de trabajo se conformó, con el aporte de

otras dos universidades nacionales, el Observatorio Venezolano de Violencia

(OVV). Estas dos casas de estudio fueron la Universidad Católica

del Táchira (UCAT) y la Universidad de Oriente (UDO), a través de la

Dirección de Cultura del Núcleo de Cumaná y del Departamento de

Medicina Preventiva y Social del Núcleo de Ciudad Bolívar. Con ambas

instituciones se procuraba incrementar la experticia, así como tener una

visión más completa del país, al incluir en los análisis a dos zonas importantes

como son el oriente del país y la frontera colombo-venezolana.




  Todos ellos participan y contribuyen, con sus ideas y experiencias,

en este libro. Pero hay otros autores, pues quisimos incluir en estas páginas

el aporte de investigadores y profesores universitarios, expertos en el área

de violencia y sociedad, como son el doctor Alejandro Moreno (UCV),

sacerdote y psicólogo, con años viviendo en un barrio, autor de dos importantes

libros sobre violencia; las doctoras Gloria Perdomo y Helen Ruiz,

con años de experiencia en la protección de los jóvenes y niños; el doctor

Francisco Rodríguez, de la Escuela de Medicina de la UDO, estudioso

de la relación entre salud y sociedad; la doctora Gladys Villarroel (UCV),

experta en cultura política y democracia; y la socióloga de la Universidad

Católica Andrés Bello (UCAB), María Teresa García-Ponte.




  Se incorporan, también, un estudio sobre armas de fuego que presenta

el sociólogo Luis Cedeño, actual director del Instituto de Investigaciones

de Convivencia y Seguridad Ciudadana (INCOSEC), y otro sobre

la representación de la violencia en la ciudad en el cine venezolano, que

escribió la socióloga Belkis Suárez y que forma parte de la tesis doctoral

que realiza en una universidad norteamericana. Adicionalmente, quisimos

incluir la contribución de comunicadores sociales que cubren la fuente

de sucesos para importantes medios de la prensa escrita nacional: Javier

Ignacio Mayorca de El Nacional; María Isoliett Iglesias de El Universal y

Carmen Julia Viloria de El Impulso (Barquisimeto). Ellos están diariamente

en contacto con los crímenes, las víctimas y los victimarios; ellos escuchan

y nos trasmiten en sus escritos el llanto de los familiares, la rabia de los

sobrevivientes, el reclamo de los vecinos.




  La violencia es un fenómeno complejo y multifactorial. Múltiples y

complejas han de ser, también, las miradas interpretativas y las respuestas

que deben darse para su prevención y control. El país reclama detener la

epidemia de violencia, pero desea, mucho más allá, la paz. Una cultura de

la paz que no es sólo la ausencia de la guerra o de la muerte intencional,

sino también la construcción de la convivencia y el reencuentro entre los

individuos de cualquier tendencia política, preferencia ideológica o posición

social. Venezuela ha tenido la dicha de contar con años de bonanza

económica que han debido traducirse en bienestar y desarrollo sustentable,

en inclusión y dignidad para las personas, en paz y vida. Los resultados

son escasos; el balance es negativo; la tarea sigue pendiente.




  Roberto Briceño-León


  Saint Antony’s College,


  Oxford, 20 de octubre de 2008




  Primera parte




  Venezuela en un mundo de violencia globalizada


  Roberto Briceño-León





  Hasta los años ochenta del siglo pasado, la violencia interpersonal en América

Latina –los homicidios y las lesiones– se investigaba de una manera

muy similar al resto del mundo, es decir, se interpretaba como fenómeno

individual que era investigado por policías y criminólogos y, cuando se

avanzaba a la fase judicial, por abogados penalistas.




  La investigación e interpretación del fenómeno se hacía siempre desde

una perspectiva individual; se procuraba conocer los motivos personales

que habían llevado a la conducta desviada de la comisión del delito y,

cuando mucho, se indagaba para entender las razones que habían llevado

a fracasar los mecanismos de control social y, si todavía los casos escapaban a

los límites de la racionalidad, se apelaba a la psiquiatría.




  Sin embargo, en los años ochenta se inició un incremento notable

en el número de homicidios de América Latina, que afectó tanto a

los países que ya tenían altas incidencias, como a aquellos donde había

pocos asesinatos. Este incremento fue considerado una suerte de epidemia

que alarmó tanto a la sociedad como a las autoridades. Las magnitudes

que adquirió el fenómeno en las décadas siguientes llevaron a considerar a

los homicidios como un problema de salud pública y forzaron a trabajar

esa realidad desde una perspectiva diferente, pues la tasa de mortalidad por

homicidios se hizo, en algunos países, comparable con la tasa de mortalidad

que ocurría por una enfermedad tan letal como lo había sido la malaria

antes de las campañas de control con DDT a mitad del siglo pasado: entre

30 y 50 muertes por cada cien mil habitantes.




  A partir de ese momento, se introduce una perspectiva de estudio

distinta y se incorpora la mirada comprensiva de la sociología y la epidemiología.

En el famoso texto de Émile Durkheim, Les règles de la méthode

sociologique, éste había escrito que el delito y el crimen forman parte

de la normalidad social, pues la transgresión y el delito existen en todas

las sociedades. La afirmación resulta verdadera: en todas las sociedades se

cometen homicidios; sin embargo, existe una gran diferencia entre decenas

de muertes a decenas de miles de asesinatos, cuando la tasa es de menos de

un homicidio por cada cien mil habitantes, como en Japón o Alemania, a

cuando hay más de cincuenta por cada cien mil habitantes, como ocurre

en El Salvador o Venezuela.




  Los homicidios en el mundo contemporáneo




  La Organización Mundial de la Salud, OMS, preparó un estudio

llamado World Report on Violence and Health[1] en el cual presenta un panorama

de la situación de violencia en las distintas regiones y países del mundo.

Para la OMS, este tipo de muerte se corresponde a lo que en términos

tradicionales se ha definido en los manuales que usan los médicos forenses

y los epidemiólogos para la clasificación de las defunciones como «grupo

5» o «causas externas». En este acápite de la Clasificación Internacional de

Enfermedades y Problemas relacionados con las Salud, décima revisión[2] se

incluyen los homicidios, los suicidios, los accidentes y también las lesiones

legales; es decir, las defunciones como aplicación de la pena de muerte. En

el informe mundial, y para fines de estudio de su impacto sobre la salud, se

hacen precisiones adicionales y se define la violencia[3] diciendo que es:




  «El uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como

amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que

cause o tenga posibilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos,

trastornos del desarrollo o privaciones».




  Esta definición de violencia es muy similar a la que, de forma más

breve, hemos usado los investigadores de América Latina[4] y que dice es:




  «El uso o amenaza de uso de la fuerza física con el propósito de

dañar a otros o a uno mismo».




  Según los cálculos de la OMS y usando dicha definición, se estima que

para el año 2000 ocurrieron cerca de 1,6 millones de muertes por violencia

en el mundo. Esas muertes las clasifica el informe en tres tipos: los suicidios,

que son la mayoría de los óbitos; los homicidios, que están en segundo lugar

y, sorprendentemente, las muertes en situaciones de guerra, que tienen un

menor número que los dos anteriores (ver cuadro 1.1).
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  Como puede observarse en el cuadro 1.1, la tasa de homicidios a

nivel mundial es de 8,8 muertes por cada cien mil habitantes, muy inferior

a los suicidios. Sin embargo, esta situación no es similar en todo el

mundo, pues como muestra el cuadro 1.2 hay regiones como África o las

Américas que tienen tres veces más homicidios que suicidios, mientras que

en Europa y el Pacífico la situación es exactamente la contraria.
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  Los homicidios también varían de acuerdo con el nivel e ingresos de

los países y es así que cuando se comparan los países de altos ingresos con

los países de ingresos medios o bajos, la tasa de homicidios de estos últimos

duplican a la de los primeros. En los países de ingresos medios y bajos, se

cometieron cerca de millón y medio de homicidios en el años 2000, para

una tasa de 28,8 muertes por cada cien mil habitantes; mientras que en los

países de altos ingresos, ocurrieron cerca de ciento cincuenta mil homicidios

–diez veces menos–, para una tasa de homicidios de 14,4, que representa la

mitad de la existente en los países de menores ingresos.




  La situación en los países de ingresos altos muestra una tasa disímil

de homicidios. La mayoría de las naciones tiene una tasa cercana a 1 homicidio

por cada cien mil habitantes, siendo las más bajas Inglaterra y Gales,

y Japón, con 0,5 y 0,6, respectivamente; mientras que las más altas son las

de Italia, Canadá y Bélgica, con 1,4 y Australia con 1,6. En contraparte,

hay otros países que muestran una tasa muy elevada, como los Estados

Unidos, que es siete veces mayor a los otros países que tienen condiciones

sociales muy similares; y la de Rusia, que llega a 22,2, una situación

excepcional en Europa y Asia y muy parecida a la de algunos países de

América Latina (cuadro 1.3).
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  Ahora bien, según las tasas que se muestran en el cuadro 1.2, pareciera

que África es la región más violenta del mundo, seguida por las Américas,

pero dos observaciones deben hacerse para poder tener una idea exacta de

lo que sucede. En primer, lugar, obsérvese que el nombre que se le da a la

región está escrito en plural: las «Américas»; y es así porque ése es el nombre

oficial que usa la OMS para referirse a todo el continente y por tanto incluye

también a Estados Unidos y Canadá, así como a las islas anglosajonas del

Caribe y los dominios territoriales de países europeos. Por tanto, si excluimos

estos dos países y los territorios que, como hemos referido, tienen una tasa

de homicidios baja, como en el caso de Canadá, y no tan baja, como en el

caso de Estados Unidos, tendremos que América Latina supera las cifras de

África y pasa a ser la región más violenta del planeta. Pero África, por otras

razones, se mantiene como una región de altísima violencia, pues las muertes

derivan de las guerras nacionales y tribales que azotan la región, que muestra

una tasa de 52,9 muertes por cada cien mil habitantes, lo cual es una situación

muy distinta a la existente en América Latina, donde hay una tasa de

3,6 muertes en situaciones de guerra por cada cien mil habitantes.




  Las variaciones de la situación de violencia homicida en América Latina




  Pero la situación a lo interno de América Latina muestra, también,

diferencias muy significativas entre un país y otro. Si tomamos como referencia

la tasa de homicidios media a nivel mundial, de 8,8 por cada cien

mil habitantes, podemos encontrar algunas diferencias importantes.




  La primera diferencia radica entre los países cuya tasa de homicidios

es menor que la tasa media mundial de homicidios y aquellos otros cuya

tasa es mayor que la media mundial. Como puede observarse en el cuadro

1.4, hay un grupo de países cuyas tasas están por debajo de la media mundial:

Costa Rica, Argentina, Chile, Uruguay y Paraguay, y por tanto pueden

considerarse como sociedades donde la violencia existe, como en todas

partes, pero constituye un problema menor, ya que aunque en estos países

la tasa de homicidios es superior a la existente en la mayor parte de Europa,

es inferior a la existente en Estados Unidos. En el resto de los países de la

región estudiados, la tasa nacional está por encima de la tasa media mundial

y allí sí constituye un problema importante o grave.




  La segunda diferencia se encuentra entre los países cuyas tasa de

homicidios está por encima de la tasa mundial, pues la situación también

es disímil entre ellos. Allí hemos establecido la existencia de tres grupos de

acuerdo con la relación que tenga la tasa nacional con el promedio mundial:

si es mayor, pero no llega a duplicarla, se trata de un grupo; si la duplica,

es el segundo grupo; y si al menos la triplica, es el tercer grupo. Como se

muestra en el cuadro 1.4, países como Perú, Nicaragua y Ecuador tienen

una violencia media, pues no alcanzan a duplicar la tasa media mundial.
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  Otros países sí duplican la tasa mundial y en este grupo se encuentran,

en la actualidad, Brasil y México, pues Venezuela, que hasta comienzos

del nuevo siglo formaba parte de ese grupo, ahora está en el siguiente,

conformado por países que triplican la tasa mundial. En este grupo está

Colombia, que es un país que ha tenido una guerra interna y varios grupos

armados de guerrillas y paramilitares; y El Salvador, que tuvo una cruenta

guerra interna. Venezuela y Honduras, que no han tenido guerras, tienen

una situación política interna que ha generado una gran expansión de las

bandas criminales.




  Pero, ¿cómo podemos entender la diferencia que existe entre estos

países? La hipótesis que formulamos dice que la diferencia entre los niveles

de violencia, medida por la tasa de homicidios, se encuentra asociada a los

niveles de urbanización del país y los niveles de pobreza en sus hogares. Para

que exista un nivel alto de violencia se requiere la presencia de las dos variables

explicativas y, por tanto, la mayor incidencia de homicidios se produce en los

países que tienen un alto grado de urbanización (un porcentaje elevado de su

población viviendo en ciudades) y, al mismo tiempo, tienen muchos hogares

en condición de pobreza. Ése es el caso del grupo 2, de países ubicados en el

medio del cuadro 1.5: Brasil, México, Colombia, El Salvador y Venezuela.
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  Pero si en uno de los países sólo se halla presente una de las dos

variables explicativas consideradas y la otra está ausente, no se encuentran

niveles altos, sino bajos de violencia. Esta circunstancia cambia de unos

países a otros, pues en unos casos, como el grupo 1, hay alta urbanización

pero poca pobreza; son países urbanizados pero sin situaciones de miseria

notables, como Uruguay, Chile y Costa Rica. Y en los otros, los del grupo

3 del mismo cuadro 1.5, donde la situación cambia, pues se encuentra

alta pobreza pero baja urbanización, tienden a ser países más rurales y

con una pobreza singular, como es la del campo o las ciudades pequeñas,

como Paraguay, Bolivia o Nicaragua, y allí, por estar presente sólo una de

las variables, tampoco se encuentran elevadas tasas de homicidios.




  ¿Quiénes son las víctimas de la violencia homicida?




  Las víctimas de la violencia homicida en América Latina son fundamentalmente

hombres, jóvenes y pobres. Si bien en una situación de violencia

generalizada la víctima puede ser cualquier persona, se encuentra que en

todos los países, con independencia de si tienen altas o bajas tasas de homicidios,

las víctimas son los hombres. Ése el caso de Chile o Costa Rica, cuyas

tasas son bajas para ambos sexos, pero la mortalidad masculina es seis veces

superior a la femenina; o el de Colombia, El Salvador o Venezuela, donde

la tasa de los hombres es casi trece veces superior a la de las mujeres.
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  Las víctimas son, igualmente, jóvenes. En once países de América Latina,

los homicidios son la primera causa de muerte entre los jóvenes de entre

15 y 24 años de edad, y esto, al igual que ocurre con el sexo de las víctimas, es

similar entre países con altos o bajos niveles de violencia. En Colombia, Brasil

o El Salvador, representa casi la mitad de las muertes (48%) de los jóvenes, y

en Argentina, Nicaragua o Haití, representa una de cada cinco muertes (18%).

En México y Costa Rica, es la segunda causa de muerte; es la tercera causa de

muerte en Chile, Uruguay y República Dominicana y puede representar una de

cada cinco (18%) o una de cada diez (13%) de las muertes de los jóvenes[5].
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  Si bien no hay estadística disponible a nivel nacional sobre la condición

social de las víctimas de los homicidios, los estudios particulares muestran

que, la mayoría de los muertos, provienen de los sectores de menores

ingresos. La violencia tiende a llegar a todos los grupos sociales, pero lo que

se ha encontrado en los estudios de victimización de los distintos países,

así como en la Encuesta Activa de la Organización Panamericana de Salud

(OPS), es que si bien la violencia afecta a todos los sectores sociales, la

intensidad cambia, varía y se hace más dañina a medida que desciende el

nivel de ingresos de los individuos, mostrando que, a mayor pobreza, la

intensidad y letalidad de la violencia es mayor también[6]. En América Latina,

los pobres están hiriendo y asesinando a otros pobres.




  Las explicaciones de la violencia en América Latina




  Para interpretar las situaciones de violencia se han desarrollado diversos

tipos de modelos que procuran ordenar la multiplicidad de factores que

inciden en la violencia como comportamiento social y colectivo. La OMS

formuló, en el año 2002, un modelo ecológico que intenta comprender

las distintas dimensiones e incluye al individuo en sus explicaciones, pues

se intenta que sea válido para los distintos tipos de violencia que entran

en el reporte. Hay otros modelos de tipo ecológico[7], de tipo económico[8]

o de la perspectiva criminológica[9] o social[10].




  En complemento a estas propuestas, desarrollamos un modelo sociológico[11]

que procura establecer las relaciones existentes entre los distintos

niveles sociales (macro, meso y micro) y entre los determinantes materiales-

situacionales y los culturales de la violencia, pero, a diferencia del

utilizado por otros autores y la OMS, no incluye al individuo sino sus circunstancias.

Para una mejor comprensión del modelo, se han denominado

niveles macro sociales a los factores que originan, en el sentido aristotélico

de la causa prima, y que se refieren a las condiciones de la sociedad y la

cultura; factores meso sociales a los que fomentan y se relacionan con las

condiciones materiales de la vida urbana, así como las expresiones singulares

de las subcultura. Y, en el nivel micro se incluyen actores que facilitan

la expresión de los factores anteriores o su letalidad, pero que no son en

sí mismos productores de violencia[12].




  Los factores que se considera que originan la violencia se relacionan

con las condiciones de desigualdad social que existen en América Latina

y que son superiores a las del resto del mundo[13]. No es la pobreza, sino

la desigualdad social, lo que genera más violencia. No son los países más

pobres (Haití, Bolivia), ni las provincias o estados más pobres de los países

(no es el nordeste brasileño, ni los estados más pobres de Venezuela), los

que tienen más violencia. La violencia ocurre en demasía en los países y las

ciudades donde se concentra la pobreza y la riqueza; es en Sao Paulo, Río

de Janeiro y Caracas; es en México, Brasil, Colombia y Venezuela.




  En esos centros urbanos de América Latina hay un grupo importante

de millones de jóvenes que ni trabajan ni estudian: en 1995 había

7,2 millones de jóvenes desempleados; esta cifra subió a 9,5 millones en

2005. La tasa de desempleo juvenil es del 16,6% y es el doble de la tasa

de desempleo de la región, pues los jóvenes representan el 26,9% de la

población laboral, pero tienen un 44,7% de desempleo[14]. Se trata de jóvenes

desempleados que no tienen modo de ocupar su tiempo, ni medios de

satisfacer sus necesidades básicas, ni tampoco están en un contexto social

normado (una institución escolar, una empresa, una cooperativa) que les

dé orientación y les ofrezca parámetros de comportamiento.




  La familia en América Latina, que debía ocuparse de la socialización

de esos jóvenes, ha tenido cambios importantes que la han llevado a perder

fuerza como mecanismo de control social. Uno de esos cambios importantes

es que por múltiples razones, necesidad económica o deseo de realización de

la mujer, las madres se han incorporado al mercado de trabajo de manera

creciente. En las familias biparentales disminuyó el porcentaje de cónyuges

que no trabajaba y podía ocuparse de sus hijos: de 46,2% en 1990 a 36,2%

en 2002[15]. Un cambio muy grande en poco tiempo y no se sabe quién, si es

que alguien, ha substituido a esas madres en el cuidado de los niños.




  La religión –en particular la católica– ha perdido en las zonas urbanas

el papel normativo que le permitía ejercer su función de control social. El

proceso de laicización de las zonas urbanas de América Latina ha sido grande;

la ley de dios se ha desvanecido, ha perdido fuerza y capacidad disuasiva,

pero la ley civil no ha substituido su rol de regulador del comportamiento.




  En América Latina se ha dado un proceso de democratización de las

expectativas. Los estudios de mercadeo muestran que las personas comparten

sus ambiciones y deseos de consumo de una manera bastante igualitaria.

Los jóvenes, ricos o pobres, desean adquirir los mismos productos y las

mismas marcas comerciales, pero la capacidad que tienen de satisfacer esa

expectativa es muy diferente. Se puede decir que entre los pobres la relación

es asimétrica, pues tienen altas expectativas y muy bajas posibilidades

de satisfacerlas de un modo legal, pues se trata del 35% de los jóvenes que,

según la Organización Internacional de Trabajo[16], están por debajo de la

línea de la pobreza y ganan menos de dos dólares diarios.




  Entre los factores que fomentan la violencia se encuentra la organización

territorial de las ciudades. La violencia se concentra en determinadas

zonas urbanas que han recibido distintos nombres por los estudiosos: zonas

marginales, asentamientos urbanos no planificados o áreas de ocupación

informal, los cuales representan entre el 20% y 80% de la ocupación territorial de las ciudades de América Latina[17]. Estas zonas, llamadas barrios,

colonias, pueblos jóvenes, villas miserias, tugurios, tienen por lo regular

en las grandes ciudades una alta densidad poblacional y una trama urbana

intrincada, sea a causa de las tipografía del terreno o por haber sido construidas

sin planificación, lo que facilita el control territorial de las bandas criminales

o de tráfico de droga y hacen muy difícil el acceso de la policía.




  Y como demuestran las cifras sobre las víctimas, la violencia tiene un

sesgo de género y nos parece que eso puede ser explicado por la cultura de

la masculinidad, que obliga a los hombres a la confrontación y hace que

los efectos protectivos que pudieran tener las conductas de evitación de los

conflictos no puedan ser adoptadas por los hombres de la región, por considerárseles

como propiamente femeninas y hacerlo tendría repercusiones

en su identidad de género. Los estudios de violencia juvenil muestran la

importancia de la adquisición de «respeto»[18] entre los varones adolescentes

y el uso de la violencia como un mecanismo para lograr esta meta de prestigio

social que los hace adultos y hombres.




  El mercado de la droga en América Latina ha tenido cambios importantes

en la forma de organizar el negocio de la venta al detal, pues a partir de los

años noventa se modificó la forma de pago de la venta de droga en una

comisión en dinero, por el pago de una comisión en especies, es decir, en

más droga. Este cambio en el negocio obliga de manera continua a los

distribuidores minoristas a buscar más y nuevos mercados; como ésa no es

una meta fácil de alcanzar, resulta más sencillo, aunque peligroso, quitarle

el mercado a otro distribuidor. Buena parte de la violencia que se observa

entre las bandas urbanas es debida a las disputas armadas por tomar control

o defender el mercado local de la droga. Los espectaculares enfrentamientos

de las bandas en Río de Janeiro han tenido como trasfondo permanente

el control del muy rentable mercado local de la droga.




  El sistema de justicia penal, que debiera significar una contención a

la violencia, apenas logra conocer una parte pequeña de los delitos y castigar

una ínfima porción de los mismos. Las cifras de la justicia penal son

una pirámide que disminuye bruscamente entre la totalidad de delitos que

se cometen, que estarían en la base, y los que se castigan, que estarían en la

cúspide. En el medio de la pirámide se encuentran los hechos violentos que

conoce la policía, que son menos de los que acontecen; luego aquellos en los

que se logra identificar un culpable y acusarlo, después los casos en que se

logra detener y juzgar al delincuente, que son todavía menores y, en la cima,

se encuentra el mínimo porcentaje del 2% o 3% que se logra condenar. La

impunidad es una realidad que fomenta el delito. Y esta impunidad existe

porque el sistema de justicia penal no tiene capacidad de respuesta ya que,

de una manera más dramática, si suponemos que la policía lograra detener

a todas las personas que tiene en su lista de solicitados y el sistema judicial

tuviera habilidad para condenarlos, la mayoría de los países de América

Latina no tendría capacidad en los centros penitenciarios para alojarlos y

hacerlos pagar su condena, pues ya se encuentran sobre-poblados. Así que

la impunidad es, además, una alternativa pragmática a esta realidad.




  Los factores que facilitan la violencia son el exceso de consumo de

alcohol y el porte de armas de fuego. El exceso del consumo de alcohol se

convierte en un facilitador de los comportamientos violentos; por ello ésta

ha sido una medida importante en los programas de prevención en ciudades

de Colombia y Brasil. El porte de armas de fuego contribuye a la letalidad de

la violencia. Si bien la posesión de armas de fuego no es factor que produce

en sí mismo la violencia, pues hay países como Costa Rica o Chile con

amplia posesión de armas de fuego y bajas tasas de homicidios, las pistolas y

los revólveres incrementan la letalidad y pueden hacer que un conflicto interpersonal

cualquiera, hasta los más banales, puedan convertirse en fatalidades.

De acuerdo al Small Arms Survey[19], América Latina es la región con mayores

víctimas por armas de fuego, siendo, según las estimaciones hechas por este

grupo, tres veces más los homicidios que en África, que es la segunda y muy

alta región con muertes ocasionadas por este tipo de armamento.




  La violencia en Venezuela




  Todas las encuestas que se han realizado en el país durante el año

2008 señalan que la inseguridad personal es percibida como el mayor

problema que afecta a los venezolanos y las críticas empiezan a dirigirse

fuertemente sobre las políticas públicas que se han aplicado en estos años.

Y no es de extrañarse que así sea pues, cuando en el año 1998 el Teniente

Coronel Hugo Chávez andaba recorriendo el país como candidato a la

presidencia de la República, se cometieron en el país 4.550 homicidios;

pero nueve años después de su mandato constitucional renovado, las cifras

de violencia se han triplicado y la estadística más conservadora indica que

para el año 2007, se contabilizaron en Venezuela 13.157 homicidios, tres

veces más que cuando se inició su gobierno. Éste es un incremento único

en Venezuela y en América Latina, sobre todo cuando no ha mediado una

guerra ni un conflicto armado que pudiera explicar ese espantoso crecimiento

de las muertes violentas. ¿Qué ha pasado en Venezuela?




  La pregunta se la hacen estudiosos de la sociedad y del delito, dentro

y fuera de Venezuela, pues se trata de un caso excepcional en la historia

reciente del crimen y la violencia. Ciertamente en América Latina, a partir

de los años ochenta, se ha experimentado un incremento importante en los

niveles de violencia interpersonal que ha despertado preocupación en las

personas y mucho interés en los investigadores y encargados de las políticas

públicas. Su creciente magnitud ha llevado a considerarla, inclusive, como

un problema de salud pública, obligando a instituciones como la Organización

Panamericana de la Salud a ocuparse de un tema que parecía más

propio de policías que de médicos. Pero el crecimiento del delito violento

en Venezuela ha sido muy superior al del resto de América Latina.




  El incremento de los homicidios en Venezuela




  Cuando en los años ochenta las universidades católicas de varios países

de América Latina decidieron hacer un estudio comparativo sobre la situación

de violencia en sus respectivos países, se invitó a Venezuela a participar, pero,

luego, hubo muchas discusiones sobre si era pertinente o no su incorporación,

pues se consideraba que no era un país con niveles de violencia similares al

resto de las naciones participantes. En los años noventa la situación cambió y

Venezuela, junto con Brasil y México, constituyeron países con una tasa alta

de homicidios, mucho más peligrosos que Argentina, Costa Rica o Chile,

pero menos que Colombia y El Salvador. A comienzos del año 2008, Venezuela

muestra una tasa de homicidios superior a todos esos países.




  En Venezuela, en el período de 1994 a 1998, el número total de

fallecidos por causas violentas se mantuvo estable alrededor de los cuatro

mil asesinatos (ver gráfico 1.1), inclusive descendiendo un poco hacia el

final de la década, pues fueron 4.733 muertos en 1994 y 4.550 en 1998,

para ofrecer así una tasa de homicidios con poco más o poco menos de los

20 muertos por cada cien mil habitantes. Para ese mismo período, Brasil y

México tenían una tasa de homicidios promedio parecida a la de Venezuela;

es decir, entre 20 y 23 homicidios por cada cien mil habitantes. Nueve

años después, para el año 2006, México y Brasil mantienen una tasa de

homicidios similar: con leves cambios, pues, en su conjunto. Brasil ha

disminuido un poco su tasa y México la ha aumentado, pero se mantiene

entre 20 y 25 homicidios por cada cien mil habitantes. En Venezuela, la

tasa de homicidios se ha duplicado y está cercana a los 50 homicidios.




  Y todas las fuentes reconocen este crecimiento: si uno toma las cifras

más conservadoras, basadas en la estadística oficial del gobierno, nos daría

una tasa de 45 homicidios por cada cien mil habitantes. Pero si uno usa

como referencia la encuesta de victimización que realizó la Comisión Nacional

de la Reforma Policial (CONAREPOL) en el año 2006, la tasa es de 49

homicidios. Si se consideran los cálculos que ha realizado el Observatorio

Venezolano de Violencia, incluyendo una pequeña fracción de los casos

clasificados como «averiguaciones de muerte» o «resistencia a la autoridad»

en las cuentas oficiales, la tasa sería de 52 asesinados por cada cien mil habitantes.

Pero sea 45, 49 o 52, estamos hablando de una tasa que se ha duplicado

en Venezuela y se ha mantenido estable en Brasil y México, los otros

dos países que tenían un nivel de violencia parecido al de Venezuela.
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  La singularidad de la violencia en Venezuela




  Si en Venezuela, en los nueve años de gobierno del Presidente Chávez,

la tasa de homicidios se ha más que duplicado; y en Brasil y México se ha

mantenido igual, debemos, entonces, dar dos tipos de explicaciones diferentes

a la violencia en Venezuela: una explicación de los primeros veinte homicidios

de la tasa debe ser similar a la que se puede ofrecer para México y Brasil, ya

que los tres países comparten una tasa similar cercana a los veinte homicidios.

Pero una explicación distinta y singular debe ofrecerse para comprender los

otros veinte y tantos homicidios adicionales que, por cada cien mil habitantes,

se cometen en Venezuela y que no ocurren ni en Brasil ni en México.




  La explicación de esos homicidios adicionales que ocurren en Venezuela

debe encontrarse, entonces, en la crisis política que ha vivido el país

en estos años y que ha llevado a un quiebre del pacto social y a una ruptura

importante en la convivencia ciudadana y la gobernabilidad. Pues, ¿qué

otra diferencia podemos encontrar en las políticas y la situación social y

económica entre Brasil, México y Venezuela? Más aún, si nos concentráramos

en una explicación clásica del crimen que vincularía los homicidios,

la violencia y el delito a las condiciones sociales materiales y diéramos,

además, como ciertas las informaciones oficiales que afirman que en Venezuela

ha disminuido la pobreza y la desigualdad, se ha reducido el desempleo

y ha aumentado el ingreso de la población, el consumo y la atención a los

pobres en educación y salud, ¿por qué, entonces, en Venezuela ha aumentado

la violencia y el delito cuando debería haber disminuido?




  Cuando la violencia adquiere unas dimensiones como las que existen

en Venezuela, no pueden ser entendidas ni explicadas sino por las

condiciones sociales y políticas. Asesinos hay en todas las sociedades, pero

cuando se alcanzan las tasas de homicidios como la existente en Venezuela

(ver cuadro 1.8), estamos hablando no de enfermos aislados, sino de una

epidemia y debe ser tratada como tal, pues, inclusive, la tasa de muertos

por violencia en la actualidad es muy parecida a la tasa de mortalidad por

malaria de los años treinta. Por tanto, esa epidemia sólo puede ser explicada

en el contexto de la sociedad y la política, entendida ésta como el modo

que los seres humanos tienen para hacer los arreglos que le permitan convivir,

establecer pactos y normas y darse una forma de gobierno.




  Los errores y omisiones de las políticas públicas desarrolladas por

el gobierno en estos nueve años nos permiten comprender ese exceso de

violencia y homicidios que se cometen en Venezuela y que hicieron que

estuviera entre los países más violentos del mundo.




  En primer lugar, cabe destacar la poca importancia que el gobierno

nacional le ha dado al problema de la inseguridad ciudadana. En nueve años

de gobierno, se pueden contar con las manos las veces que el Presidente de la

República se ha referido al problema en sus múltiples, y no propiamente cortas,

alocuciones al país. El Presidente no menciona el tema en sus discursos y las

pocas veces que lo ha hecho ha sido para referirse a circunstancias fortuitas,

como cuando se lamentó de la muerte de una médica cubana asesinada en

un barrio, o para realizar comparaciones con Cuba donde, en su opinión,

no hay delito porque no hay la ambición que fomenta el capitalismo.
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  Las políticas frente a la violencia y la inseguridad




  Pero el silencio del Presidente ha sido parte de una política pública

destinada a encubrir el problema. A inicios del año 2005, cuando debían darse

los datos acumulados de delito y homicidios correspondientes al año anterior,

como había sido la costumbre durante varias décadas, las autoridades

decidieron que no hacían pública la información y retiraron los datos de

violencia de las páginas en Internet de las instituciones públicas que las

mostraban y las cifras de homicidios pasaron a ser un secreto de Estado.




  Quizá la única política pública sostenida durante todo el gobierno ha sido

la decisión de «no-reprimir». La medida resultaba, en el primer momento,

interesante, pues significaba privilegiar la prevención y poner un coto a

las acciones indiscriminadas y muchas veces abusivas de los cuerpos policiales.

Pero esta política se revirtió contra el propio gobierno, pues cayó

en el error de confundir la «represión», como una acción violatoria de los

derechos humanos, con el esfuerzo que tienen que hacer las autoridades

para obligar a cumplir la ley, proteger a los ciudadanos y darles respuestas

equivalentes a la violencia de los delincuentes. Al no hacerlo, al no dar una

respuesta, se está cometiendo una grave omisión que ha sido leída por los

infractores de la ley como permisividad o impunidad.




  Pero el gobierno, además, ha mostrado una gran ambigüedad en sus

mensajes y una discontinuidad en sus políticas. Ha habido ambigüedad,

pues el Presidente de la República ha dicho que está bien robar si se tiene

hambre, lo cual puede ser adecuado en una discusión académica sobre

sociología o doctrina del derecho penal, pero muy negativo en una figura

pública que modela el comportamiento social. Ha existido ambigüedad,

también, porque, por un lado, se han propuesto medidas para lograr el

desarme de la población, pero, al mismo tiempo, se crean reservas y se

postula armar a los ciudadanos en una reserva que tiene entre sus atribuciones

legales funciones de «seguridad interna»; y la gente común se pregunta

entonces, ¿será que nos armamos o nos desarmamos?




  Y ha existido una importante discontinuidad en las políticas de seguridad

ciudadana, no sólo porque ha habido varios Ministros del Interior

en nueve años de gobierno, sino porque entre uno y otro las políticas se

cambian sin que se puedan comprender bien las razones de la mudanza o

en otros casos, como la CONAREPOL, con argumentos muy sorprendentes.

La CONAREPOL surgió como una respuesta del gobierno frente a la

indignada reacción de la sociedad ante el cruel asesinato de los hermanos

Faddoul y del chofer que los acompañaba al momento del secuestro. Fue una

respuesta que intentaba mostrar que el gobierno hacía algo al respecto de

un tema abandonado y que quería mejorar una herramienta fundamental

en el área de seguridad como es la policía. La CONAREPOL fue una

interesante experiencia de convocatoria amplia y participación de los distintos

sectores de la sociedad; una de las pocas de ese tipo que ha tenido

el gobierno. La comisión realizó un amplio trabajo de consulta y estudios,

y al final editó cuatro valiosos volúmenes con los resultados de su trabajo,

aportes de expertos y sus recomendaciones para mejorar las policías del

país. Pocas semanas después de finalizado el trabajo de la comisión hubo

un cambio de ministros y, cuando aún estaban calientes los libros del informe,

el nuevo titular de la cartera declaró, muy ufano, que los aportes de

la CONAREPOL no eran «socialistas», que eran de «derecha»; por tanto,

él no las pensaba aplicar y las mandó, sin pestañear, al archivo.




  Pero, aparte de las ineficiencias e incoherencias, ha existido una postura

de elogio sistemático de la violencia y los violentos, que ha debido

tener un impacto en el comportamiento agresivo de muchas personas. Las

sociedades y los gobiernos se dedican a buscar mecanismos que inhiban la

violencia y a buscar otras formas de solucionar los conflictos y dirimir las

diferencias normales en la vida social. Para lograr esos propósitos, se enaltecen

los comportamientos que repudian la violencia y se exaltan valores e

individuos pacíficos. Pues los mensajes del gobierno venezolano han ido en

la dirección contraria. El Presidente de la República dice que la violencia

no es mala, que no es verdad aquella expresión popular que dice que «es el

arma de los que no tienen la razón» y sistemáticamente se utiliza el lenguaje

militar y de guerra para la política: se trata de guerras libradas por

batallones y pelotones contra enemigos, no adversarios. Adicionalmente,

se elogia a las figuras violentas: el programa de empleo del gobierno se

llama «Che Guevara» y cantidad de oficinas públicas tienen el nombre de

guerrilleros como Fabricio Ojeda o Argimiro Gabaldón. A los pistoleros

de puente Llaguno se les hizo un monumento, mientras los policías y

sus jefes permanecen presos y, por si quedaran dudas, el mismo gobierno

que se ha dedicado a acusar y endilgar a cualquier opositor el epíteto de

«golpista», crea por decreto presidencial (Nº 38.618) «con valor, rango y

fuerza de ley» una condecoración llamada «4 de Febrero» para elogiar el

intento de golpe de Estado de esa fecha. Por eso no es de extrañar que la

mitad de los entrevistados en el estudio del año 2008 consideraran que

el lenguaje usado por el presidente contribuyera al clima de violencia en el

país (ver gráfico 1.2).
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  Y, finalmente, el gobierno se ha dedicado a erosionar la labor de las

policías criticándolas, desmoralizándolas y hasta desarmándolas en el caso

de Caracas y Maracaibo. Algunas de las críticas que se le han hecho a los

cuerpos policiales tienen fundamento y muchos las hemos compartido a

lo largo de los años, pero una institución de ese tipo no se puede abandonar

o arrinconar sin que tenga consecuencias para el resto de la sociedad.

La policía debía depurarse y reformarse, pero con una respuesta inmediata

de transformación que ofreciera formas alternativas y mejores a las funciones

policiales, no dejando un vacío en su actuación. La transferencia de

la Policía Metropolitana al Ministerio de Relaciones Interiores y luego su

posterior eliminación, anunciada desde hace varios años en los proyectos

de ley de policía nacional, sólo viene a confirmar una realidad previamente

existente. Pero todo esto lo que ha hecho es contribuir a la sensación

de impunidad hacia los delincuentes y de indefensión de los ciudadanos

quienes, según la encuesta del Observatorio Venezolano de Violencia que

se hizo el año pasado, en un 60% no denuncian los delitos violentos de

los cuales han sido víctimas porque piensan que ni la policía va a hacer

nada, ni los tribunales van a castigar a los culpables.




  El incremento de la violencia y el sentimiento de indefensión ha llevado

a un proceso de armamento de la población que busca, de este modo,

garantizarse su autodefensa. Lo procuran los ricos contratando empresas

de seguridad; lo hace la clase media y los pobres comprando armas personales

y organizándose con su vecinos; y lo buscan, también, los jóvenes

de los barrios, formando bandas con las cuales pretenden defenderse de la

agresión de las otras bandas...y todo eso significa más violencia.




  Las situaciones de violencia en Venezuela y Colombia




  Durante cerca de cincuenta años, el nivel más alto de violencia que

había experimentado Venezuela (medido como la tasa de homicidios más

alta en ese período), fue inferior a la menor violencia vivida en Colombia

durante ese lapso temporal (medida como la menor tasa de homicidios

registrada en esas décadas). Eran dos historias completamente distintas,

donde Colombia era el país violento y Venezuela el vecino pacífico.




  Los estudiosos del tema se preguntaban cómo era posible que dos

países, es decir, dos sociedades, tan parecidas en sus virtudes y defectos,

pudieran ser tan diferentes cuando de violencia se trataba. Venezolanos y

colombianos nos parecemos tanto que cuando hace treinta años, el Profesor

J. M. Salazar de la Escuela de Psicología de la Universidad Central de

Venezuela (UCV) hizo sus estudios comparativos entre personas de ambos

países, encontró que las virtudes y defectos que cada quien se atribuía a

sí mismo y le atribuía al ciudadano del otro país, eran similares y calificó entonces esas representaciones mutuas como del tipo espejo, porque

colombianos y venezolanos veíamos en el otro, lo mismo que el otro veía en

nosotros. Pero incluso, científicos importantes, legos en las ciencias sociales,

pero destacados en el área de las ciencias naturales, se atrevieron a adelantar

hipótesis explicativas de la razón por la cual la violencia en Colombia era

tan grande comparada con la de Venezuela. Uno de ellos, muy eminente,

se remontaba en la historia y decía que la explicación debía buscarse en

la composición de las tropas de la guerra de independencia de los Andes,

pues allí los colombianos habían desarrollado su gusto por la sangre, ya

que eran la tropa encargada del combate feroz, mientras los venezolanos

eran los oficiales que ordenaban la muerte pero no la ejecutaban.




  Hoy, todas esas teorías y explicaciones se vienen abajo, pues Venezuela

se convirtió en un país más violento que Colombia. Sí, aunque resulte extraño y sorpresivo, la tasa de homicidios de Venezuela para el año

2007 es superior a la de Colombia, y por tanto Venezuela, que no tiene

dos grupos guerrilleros como las FARC y el ELN, ni tampoco un grupo

de paramilitares, que vendría a ser un tercer ejército irregular, es más violenta

que Colombia.




  Para el año 1997, la tasa de homicidios de Colombia había logrado

descender, pero se encontraba en 63 homicidios por cada cien mil habitantes;

la de Venezuela, en ese mismo año, fue de 19 homicidios por cada

cien mil habitantes (cuadro 1.9). Es decir, Colombia tenía una tasa tres

veces superior a la de Venezuela, una diferencia considerable. Colombia

estaba clasificada entre los países de violencia muy alta en América

Latina y Venezuela entre los países de violencia media-alta, junto a Brasil

y México.
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  En 1998, Venezuela mantuvo su tasa de homicidios. El país vivía

una campaña electoral y el candidato Hugo Chávez recorría el país con

su propuesta de realizar una Asamblea Constituyente que solucionaría

los múltiples problemas del país; desde la corrupción, hasta la carencia

de alimentos y la dependencia del petróleo. En Colombia, bajó la tasa de

homicidios en seis puntos, a 57 por cada cien mil habitantes. Y en los

años siguientes subió un poco y continuó un descenso hasta llegar la tasa

a 53 homicidios en el año 2000. En ese mismo período, en Venezuela, la

tasa había estado subiendo año tras año, hasta llegar a 33 homicidios en

el año 2000. En ese período de 1997 a 2000, en Colombia la tasa descendió

en 10 homicidios y en Venezuela aumentó en 14 homicidios por

cada cien mil habitantes.




  En los años 2001 y 2002, la situación se revierte en Colombia y se

incrementa la tasa de homicidios. Como se recordará, el Presidente Pastrana,

quien había sido electo en 1998, había acordado con las FARC una

amplia zona de despeje, de cinco municipios y unos 42 mil kilómetros

cuadrados; era un territorio entregado al control del grupo guerrillero en

un área denominada el Caguán. El funcionamiento de esta zona de despeje

fue muy poco satisfactorio para el gobierno de Colombia, pues se trataba

de buscar una zona de distensión que permitiera adelantar los acuerdos de

paz, pero la guerrilla utilizó el territorio para fortalecerse, cumplir allí funciones

de Estado y usar la zona para esconder a los secuestrados. Todo eso

llevó a que luego de tres años, se declarara, en 2002, el final de la zona de

despeje. Esta fase final del proceso fue particularmente violenta y llevó al

aumento en la tasa de homicidios, la cual se colocó en una cifra superior

a la de 1997, con 67 homicidios por cada cien mil habitantes. En Venezuela,

en esos mismos años, se desataba la gran crisis política y el proceso

de polarización, los homicidios continuaban en ascenso y en el año 2000

alcanzaron los 38 por cada cien mil habitantes.




  A partir del año 2003 la situación cambia una vez más y el nuevo

Presidente de Colombia, Álvaro Uribe, sostiene una política dura frente

a la guerrilla, refuerza la labor del Ejército en sus combates y retoma un

conjunto de políticas que a nivel local se venían dando en las principales ciudades

del país. En Bogotá existía una experiencia importante de educación

y cultura ciudadana que, de manera muy ingeniosa, había llevado a cabo

el Alcalde Antanas Mockus. Previamente a esto, en Cali, un médico y académico

que llegó a ser Alcalde de la ciudad, Rodrigo Guerrero, cambió

el enfoque criminológico del delito y el crimen, lo substituyó por otro de

tipo epidemiológico, y en ambos casos se logró bajar la tasa de homicidios.

En Medellín, la gestión de Lucio Pérez, pero sobre todo la de Sergio Fajardo,

le dan un cambio a la ciudad, incrementan la eficiencia de la acción

policial, bajan la tasa de homicidios y robos y la hacen más amable y más

dinámica en su economía. Todos estos esfuerzos, nacionales y locales, con

coordinación una veces más fáciles y otras más difíciles, con voluntad de

continuidad en los programas a pesar de las diferencias políticas, han dado

sus resultados. La Alcaldía de Bogotá la han ocupado alcaldes que pueden

ser ubicados políticamente como en la derecha, la izquierda o el centro, y

todos han mantenido una política contra el delito y la violencia y han

hecho a la ciudad mucho más segura que Caracas.
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  En el año 2005, las tasas de homicidios de Colombia y Venezuela

se igualan en 38 y 37 por cada cien mil habitantes. La tasa de Colombia

venía en descenso; la de Venezuela había subido mucho en el año 2003,

pero todavía allí, la de Colombia era más alta. En ese año, se cruzan las dos

líneas del gráfico de la tasa de homicidios (ver gráfico 1.3) y la relación que

por más de cincuenta años, desde el asesinato de Gaitán en 1948 y la guerra

de los Llanos orientales en los años cincuenta, había hecho de Colombia

un país más violento que Venezuela, se acaba. La situación que por décadas

obligó a muchos colombianos a venirse a Venezuela, incluso todavía cuando

la situación de bonanza económica de Venezuela ya no era tan buena, ha

cambiado. Los gobiernos locales y el nacional de Colombia mantienen una

política clara de condena a la violencia y a los violentos. En Venezuela, no

sabemos cuál es la política de seguridad del gobierno. En el año 2006, tuvimos

12.257 homicidios y una tasa de 45 por cada cien mil habitantes. En

ese año se nombró la CONAREPOL y se hizo un voluminoso informe de

análisis y recomendaciones. El año siguiente, a comienzos de 2007, el nuevo

Ministro dijo que ése era una informe de «derecha», que no era un «informe

socialista». Ese mismo año ascendieron a 13.157 los homicidios y se registró

una tasa de 49 por cada cien mil habitantes. Colombia tuvo 35.




  Por mucho tiempo se argumentó que la situación de Colombia

era algo especial y que tenía su origen en las condiciones sociales y en la

psicología de los colombianos. Hoy, luego de los cambios que han ocurrido

en Colombia y Venezuela, lo que queda claro es que la explicación

tenemos que buscarla en otro lado, en las condiciones del pacto social y

político, en los gobiernos y en los gobernantes, en las políticas públicas

de nuestros países.




  La construcción de la seguridad ciudadana




  Venezuela está demandando una respuesta seria del gobierno en materia

de seguridad, una respuesta efectiva y no efectista, como la recién promulgada

Ley de Policía Nacional que todavía nadie sabe bien cómo podrá

ayudar a mejorar la seguridad de las personas. Lo piden todos los sectores

sociales, los pobres y los ricos, los partidarios del gobierno, los opositores y

también los desilusionados. Y es así porque todo el país siente que está en

riesgo de ser la próxima víctima, pues, cuando un delincuente decide robar

una persona o agredirla, no le pregunta si está «con el proceso o contra el

proceso», si apoya al gobierno o lo adversa; simplemente actúa y por eso

las víctimas están en todos lados, aunque quienes más sufren sus consecuencias

son los pobres.




  Si la explicación de la situación de Venezuela tiene dos dimensiones

y obliga a dos hipótesis distintas de interpretación, las políticas de seguridad

también han de ser de dos tipos. Unas, dedicadas a combatir el mismo

tipo de delito y violencia que puede encontrarse en los otros países de América

Latina y unas medidas singulares de Venezuela que se relacionen con

la superación de la conflictividad y el rescate de una política de seguridad

basada más en la defensa del ciudadano y no tanto en la defensa del Estado

o de sus funcionarios.




  En Venezuela, se requiere un gran esfuerzo para lograr revertir la

actual tendencia violenta del país, pero no es una tarea imposible. Se

requiere, eso sí, la participación de todos los ciudadanos, de todos lo

colores políticos y clases sociales; se necesita una acción de gobierno que

procure reforzar el sistema normativo y legal, y forzar su cumplimiento,

así como un liderazgo que procure unir a esos venezolanos y fomentar su

voluntad de paz, en lugar de enemistarlos y dividirlos.




  Conclusiones




  El fenómeno de la violencia en América Latina es singular por sus dimensiones

y porque muestra el rostro de una sociedad en cambio y conflicto. Una

sociedad que dejó de ser rural pero todavía no llega a ser urbana; que experimenta

un proceso de laicización por el cual ha abandonado la religión como

reguladora de la vida cotidiana, pero no ha logrado asimilar la moral laica;

una sociedad que construyó un gran aparataje institucional y legal, pero no

consiguió que esas entidades fueran vida cotidiana para todos los grupos

sociales, ni que fueran incorporadas a la conciencia.




  Como se puede concluir sobre los datos presentados, esta situación

de la violencia no es homogénea ni idéntica en todos los países. Pero sí es

generalizada pues, con diferencias de magnitudes y de modos, existe y se ha

incrementado en todos los países. No hay una zona urbana de América

Latina donde el tema de la inseguridad ciudadana no se haya convertido

en un problema de relevancia, causante de angustia y de miedo de las personas.

Tampoco hay países vacunados contra la violencia; todos pueden

sufrir incrementos notables y deterioros de la situación. Un caso notable es

la relación entre Colombia y Venezuela, pues, hasta fecha muy reciente, se

podía pensar que la situación de criminalidad y homicidios de Venezuela

podían seguir, lento y con retraso, los pasos de Colombia; pero, resultaba

inimaginable pensar que Venezuela pudiera llegar a tener una tasa de

homicidios superior a la de Colombia, como ocurrió en el año 2007.




  Los factores que permiten explicar estos cambios son múltiples y los

hemos intentado describir brevemente, pero si debiéramos agrupar aún más

esas tendencias, uno pudiera decir que hay un conjunto de factores permanentes,

que se relacionan con las condiciones sociales y económicas de la

región, y hay otro grupo de factores de tipo circunstancial, que se relacionan

con la legitimidad institucional, las condiciones políticas y el pacto social.

Los primeros, como su nombre lo indica, permanecen en el tiempo; los

segundos, cambian de una manera más rápida que las condiciones sociales

y económicas. El primer tipo de factores nos permite explicar el proceso

general de incremento de la violencia en América Latina. El segundo tipo

de factores nos permite entender la velocidad y direccionalidad (positiva

o negativa) de los cambios en los niveles de homicidios que ocurren en

algunos países como Venezuela o Colombia.




  Las respuestas, que en términos de políticas públicas puedan darse a

esta situación, se deben, entonces, corresponder con los distintos factores.

Los factores permanentes se corresponden con el modelo sociológico formulado20

e implican niveles distintos de políticas. El más inmediato, por

ejemplo, se corresponde con el control de armas de fuego y las restricciones

en el consumo excesivo de alcohol, que son los factores que, decimos,

facilitan la violencia homicida. Las experiencias de acciones que, en este

sentido, se han tomado en ciudades colombianas como Cali y Bogotá o en

Sao Paulo en Brasil, muestran que se obtienen resultados positivos y logran

disminuir el conflicto y su letalidad. Pero el mayor impacto se logra cuando

se intervienen los factores que afectan la legitimidad institucional y, quizá, es

ésa la explicación del radical cambio que ha ocurrido en Colombia y Venezuela,

pues la existencia de dos políticas distintas frente al crimen, la violencia

y la legitimidad social han producido dos resultados igualmente diferentes.




  Lo que es importante rescatar de estos ejemplos es que esta situación

de violencia en América Latina no es una condición irreversible, ni

es una maldición cultural. Se trata de condiciones sociales y políticas que

pueden ser alteradas, para bien o para mal, en el corto o el mediano plazo.

Por tanto, si los países, gobiernos y ciudadanía, logran ofrecer una orientación

adecuada en sus políticas, es posible que América Latina y Venezuela

cambien esta triste y dolorosa situación de violencia.
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  La medición de la violencia interpersonal


  Alberto Camardiel





  Es bien conocido que los registros administrativos sobre violencia y victimización

ensamblados por los organismos oficiales competentes en nuestro país

adolecen de múltiples fallas en la recolección, procesamiento y presentación

del dato necesario para describir en forma válida y fiable el fenómeno.




  En general, tales registros difícilmente garantizan la calidad del dato

en términos de relevancia, oportunidad, accesibilidad y posibilidad de interpretación

nítida[20]. Algunas razones para ello son bien conocidas: (1) muchos

actos violentos y delitos no se reportan por miedo a la policía o porque se

considera que de nada vale hacerlo, (2) no existe una preparación que estandarice

el trabajo de los funcionarios que alimentan los sistemas de registros,

(3) en algunas situaciones son los policías los que omiten el registro de los

delitos y así por el estilo. Adicionalmente, el simple conteo de delitos no

basta para comprender el hecho violento o delictivo, porque ignora las características

de las víctimas y de los victimarios, de sus relaciones, del lugar y

momento de los hechos, de forma tal que no se tiene la información que

permitiría, por ejemplo, concebir políticas de prevención útiles.




  En otras ocasiones, los entes gubernamentales responsables de la captación

de los datos deciden no hacerlos públicos porque de otra manera

podría quedar en evidencia que la adopción de políticas de control de la

violencia y del fenómeno delincuencial no ha resultado exitosa.




  A diferencia de los registros administrativos, las encuestas de violencia

y victimización interrogan a la víctima cuando esto es posible y, en

consecuencia, aportan información que contrasta fuertemente con la que

pueden proporcionar los primeros. No sólo se logra una descripción de las

características y circunstancias del conflicto violento o del acto delictivo,

sino que, en general, se obtiene una imagen más completa de la situación

violenta o delictual, al captar incidentes no reportados. Las encuestas

también tienen la ventaja de utilizar procedimientos de medición estandarizados

a nivel local, regional, nacional o aun supranacional.




  Dicho lo anterior, no sorprende entonces que las encuestas por

muestreo hayan comenzado a utilizarse de forma sistemática para determinar

la magnitud de la violencia y la victimización y las características

asociadas a tales eventos en diversos países desde finales de los años sesenta.

En nuestro país, el Laboratorio de Ciencias Sociales (LACSO de ahora

en adelante) ha venido trabajando sobre el tema de la violencia desde

1996, cuando formó parte de un equipo iberoamericano, organizado por

la Oficina Panamericana de la Salud para estudiar las conductas, actitudes

y normas culturales relacionadas con la violencia en ocho ciudades latinoamericanas

y Madrid. Posteriormente, en el año 2004, el LACSO realizó

un estudio nacional sobre violencia urbana y Sistema Penal Venezolano y

en febrero de 2007 concluyó otro estudio nacional sobre violencia interpersonal

y percepción ciudadana de la inseguridad.




  En esta oportunidad, presentamos los resultados de una investigación

realizada en junio de 2008 que titulamos «Violencia Interpersonal

y Percepción Ciudadana de la Situación de Seguridad en Venezuela» (que

de aquí adelante referiremos por sus siglas como EVIPCSSV-2008). El

capítulo presenta los aspectos metodológicos necesarios para comprender

los resultados del estudio más reciente del LACSO sobre violencia y victimización

en Venezuela.




  Violencia y victimización




  Una definición de violencia bastante general a partir de la que se han

construido otras un tanto más particulares, es la de la OMS, a saber, «El uso

intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra

uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas

probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del

desarrollo o privaciones»[21]. Esta definición no considera los incidentes no

intencionales, pero incluye el descuido, todos los tipos de maltrato físico,

sexual y psíquico y el suicidio y otros actos de autoagresión. Al considerar los

daños psicológicos, se amplía el espectro de actos violentos considerados que

no necesariamente causan lesiones o muerte, pero que pueden imponer una

carga sustancial a las personas, familias, y comunidades que las sufren[22].




  En particular la definición de violencia empleada en los estudios de

LACSO es una derivación de ésta que incluye explícitamente la afectación del

patrimonio, a saber: «el uso o amenaza de uso de la fuerza física con la intención

de afectar el patrimonio, lesionar o matar a otro(s) o a uno mismo»[23].




  Ambas definiciones cubren una amplia gama de tipos de violencia

y cabe nuevamente considerar una propuesta de la OMS para tipificarla.

La clasificación propone distinguir básicamente entre la violencia autoinfligida, la violencia interpersonal y la violencia colectiva. La violencia auto

infligida es la que una persona se causa a sí misma y puede manifestarse en

comportamientos suicidas o autolesiones. La violencia interpersonal es la

que una persona o grupo impone a otra persona u otros individuos, distinguiéndose

entre la que ocurre dentro de la familia o la pareja y la que se

puede ejercitar contra conocidos o extraños en la comunidad. La violencia

colectiva es aquella que practican grupos más grandes, como el Estado,

organizaciones terroristas o políticas y tropas irregulares y que puede manifestarse

en los ámbitos social, político o económico[24]. Puede añadirse más

especificidad a esta tipología, distinguiendo la naturaleza del acto violento

en términos de violencia física, sexual, psíquica y de abandono o descuido[25].




  La victimización se conceptúa como la acción por medio de la cual

un individuo o colectivo de individuos se convierten en víctima o víctimas

de un acto violento. Atribuir a la victimización lo peculiar de la violencia

implica entonces que las clasificaciones previas también se aplican a los actos

de victimización y, por tanto, trataremos con victimización autoinfligida,

interpersonal y colectiva con sus divisiones particulares y en dominios de

afectación patrimonial, física, sexual y psíquica.




  Las encuestas de violencia de LACSO: 1996-2007




  Como ya mencionamos en la introducción del capítulo, el LACSO

realizó, desde 1996 hasta 2007, tres encuestas por muestreo sobre la

violencia en Venezuela. Todas incluyeron un módulo de victimización

compuesto por un conjunto de preguntas sobre violencia autoinfligida

e interpersonal, sufrida por el informante o miembros del hogar del que

forma parte. En los tres estudios se excluyeron los delitos en contra de la

propiedad que no implicaron un contacto directo con el victimario.




  El primero fue realizado en el Área Metropolitana de Caracas y llevó

por título «Conductas, Actitudes y Normas Culturales Relacionadas

con la Violencia» (ACTIVA de ahora en adelante). Este estudio adoptó un

enfoque de salud pública para abordar el tema de la violencia. Sus objetivos

principales fueron: (1) el análisis y la comparación entre ciudades[26] de

la prevalencia de conductas agresivas verbales y físicas hacia los niños, la

pareja y personas que no son miembros de la familia, y (2) la identificación

de factores personales, ambientales y socioeconómicos asociados con

estas conductas violentas. El modelo teórico que se adoptó para interpretar

el fenómeno de la violencia está basado en el rol de la cognición y del

aprendizaje social en el desarrollo y aparición de la agresión[27].




  El instrumento ACTIVA incluyó 15 secciones y el módulo sobre

victimización reunió 15 preguntas sobre actos de violencia que pudieron

haber afectado directamente al respondiente o que éste pudo haber presenciado

en los últimos 12 meses. También se preguntó sobre el número

de veces que ocurrió el suceso o que fue presenciado y sobre cuántas veces

denunció el caso. El propósito fundamental de estas preguntas fue construir

un indicador de victimización que permitiera establecer relaciones

con otros indicadores obtenidos de la encuesta.




  La encuesta ACTIVA fue de hogares y se llevó a cabo en el Área Metropolitana

de Caracas (AMC). El universo en estudio estuvo comprendido

por todas las personas mayores de 18 años de edad, moradores en viviendas

familiares de uso residencial permanente. Las entrevistas fueron cara a cara,

siendo el informante la misma persona seleccionada aleatoriamente dentro del

hogar. El muestreo aplicado fue del tipo probabilístico en todas sus etapas.




  El estudio del año 2004, titulado «Violencia Urbana y Sistema Penal

Venezolano» con cobertura nacional, también requirió el diseño, ejecución y

proceso de una encuesta de violencia y victimización. En esa oportunidad, la

investigación compartió el segundo objetivo del proyecto ACTIVA, pero se

apoyó sobre un modelo teórico distinto. El enfoque en ACTIVA resultaba útil

para orientar intervenciones, pero presentaba limitaciones para comprender y

analizar la violencia como expresión social de desigualdades y de otro orden de

conflictos y determinantes. Por eso se adoptó un modelo sociológico de explicación

de la violencia, que confiere primacía a las condiciones sociales y psicosociales

y toma en cuenta tanto el condicionante situacional como el cultural[28].




  El cuestionario de la encuesta contempló 13 secciones y el módulo

de victimización de la encuesta formuló 13 preguntas que registraron, además

del tipo de delito, algunos aspectos de los victimarios, de la denuncia y

del castigo del delito y de la satisfacción con los resultados del seguimiento

policial y judicial del mismo. Los tipos de delitos investigados fueron:

homicidio, robo sin agresión, robo con agresión, amenaza, violación sexual,

agresión física sin robo, secuestros y lesiones.




  Al informante en el hogar, que podía ser cualquier persona de 18 o

más años de edad que cumpliera con las especificaciones de edad y sexo

que la cuota establecía, se le preguntaba si algún familiar había resultado

asesinado y si el mismo entrevistado había sido objeto de algún acto violento

en el último año. En caso afirmativo, se le pedía que describiera las

características del último evento acontecido. El modo de interpelación sobre

victimizaciones adoptado en esta encuesta difirió del empleado en el proyecto

ACTIVA.




  En febrero de 2007, se efectuó otro estudio nacional que titulamos

«Violencia Interpersonal y Percepción Ciudadana de la Situación de Seguridad

en Venezuela». Esta encuesta tuvo como uno de sus principales fines el

de proporcionar información para el Observatorio Venezolano de Violencia

(OVV de ahora en adelante), establecido por el LACSO en el año 2006.




  El OVV se concibió como un sistema integrado de información con

la finalidad de hacer seguimiento y monitoreo sobre la situación de violencia

interpersonal en Venezuela y evaluar la percepción ciudadana de la

situación de seguridad en el país[29]. La perspectiva asumida en el OVV para

abordar la temática de la violencia es la de los derechos humanos, en particular,

el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a

la libertad y el derecho de acceso a la justicia. Para cumplir con sus objetivos,

el OVV cuenta con tres componentes de recopilación de información

que emplean técnicas distintas y atienden también a fuentes diferentes. El

primer componente revisa diariamente la prensa nacional y regional en la

búsqueda de hechos de victimización y actuación de organismos de administración

de justicia en el país. Esta información alimenta una base de datos

cuya descripción se puede encontrar en Camardiel y Ávila[30]. El segundo

componente está conformado por un conjunto de procedimientos que

recaban información en los organismos oficiales de seguridad y derechos

humanos, tanto nacionales como regionales, sobre actuaciones reportadas

y denuncias realizadas. El tercer componente es una encuesta de violencia

con representación nacional que incluye un módulo de victimización.
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Cuadro 1.1
Defunciones por violencia en el mundo para el afio 2000

Tipo de violencia Nimero Tasa por 100.000 hab.
Homicidios 520.000 88
Suicidios 815.000 14,5
Accioncs bélicas 310.000 52
Toral 1.659.000 28,8

Fuente: Construceién propia, World Health Organization, 2002
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Cuadro 1.9
Comparacién de la tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes
entre Colombia y Venezuela 1997-2007

Afio Colombia Venezucla
1997 63 19
1998 57 20
1999 59 25
2000 53 33
2001 65 32
2002 67 38
2003 53 44
2004 42 37
2005 38 37
2006 37 45
2007 35 49

Fuente: Observatorio Venczolano de Violenciay del Centro para a Paz, Universidad Central de Venezucla;
Ministrio del Poder Popular para las Relaciones de Interiores y Jusicia, Instnuto Nacional de Estadistica
(INE) para Vencruck, A. Mockus de la Universidad de Colombia, sobre datos de Ia Polica Nacional de
Colombia, Departamento Administrativo Nacionsl de Estadistica (DANE) para Colombia.
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Cuadro 1.5
Relacién entre violencia, grado de urbanizacién
¥ hogares en situacion de pobreza

Porcenmjede  Tasade
Nivel de Violencia ~ Paises T“?:‘ P"b)"" Poblacién  Homicidios por
ogres Urbana 100.000 hab.
Uruguay 93 93,0 44
Grupo 1 Chile 15,4 87,0 54
Violencia Baja g ! §
Costa Rica 18,6 59,0 83
Brasil 299 81,0 19,0
Grupo 2 Meérico 318 75,0 18,1
Violencia Al El Salvador 42,9 58,0 55,6
Moyl Vonepuela 433 87.0 49,0
Colombia 48,7 710 39,6
s Paraguay 520 540 126
rupo .
Viokene paja Nicarigua 629 58,0 84
Bolivia 555 63.0 -

Fucate Construceidn Popiasobre dtos del UN-Population Refrence Burean (2004), CEPAL (2004). WHO.
(2002), OPS (1996) Londofi et l (2000), Fundacion Meicans de I Slud (1999), Lederman (1999),
Buvinicctal (2000). Datesde pobrezs e, 1999; Brsl, I Savador, Parsguayy Nicarags, 2001; Chie,
2003, los dems, 2002. Datos de poblacién, irea 2000. Datos hormicidios, ntre 1994 y 2002
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Cuadro 1.2
Comparacién de las tasas de homicidios y suicidios por cada 100.000
hab. segiin regiones de la Organizacion Mundial de la Salud

Regién de la OMS Homicidios Suicidios
Africa 22 7
Américas 19 8
Europa 8 19
Pacifico Occidental 4 2

Fuente: Construccidn propia, World Health Organizacion, 2002
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Grifico 1.2. Opinién sobre el lenguaje presidencial
como estimulante de la violencia
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. .
[r—— Nofectaa siacién
de violencia ¢ nseguridad ““';P;jé:;‘ de violencia ¢ inseguridad
end pais ™ = encl pais

‘Fuente: Encuesta Violencia Interpersonal y Percepcion Cindadana de I ituacion de Seguridad en Venezuck
del Observatorio Venezolano de Violencia (OVV)-LACSO, 2008
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Cuadro 1.6
América Latina: tasa de homicidios por sexo en pases seleccionados
(Girca 2005)

Pais Hombres Mujeres
Colombia 116,8 9,0
El Salvador 1084 84
Brasil 25 41
Venczucla 297 23
México 2.6 31
Ecuador 28,2 25
Costa Rica 9.3 1,4
Chile 54 08

Fuente: Construceién propia, World Health Organization, 2002
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Cuadro 1.3
Tasa de homicidios por cada 100.000 hab. de pafses industrializados
de altos ingresos (circa 1997)

Dais Tasa de homicidios
Australia 16
Inlia 14
14
Canadi 14
Espafia 13
Holanda 13
Succia 12
Suiza Ll
Francia 10
Alemania 09
Japén. 06
Inghaterra y Gales 05
Estados Unidos 7.6
Rusia 222

Fuente: Construccién propia, World Health Organization, 2002
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Grdfico 1.1. Homicidios en Venezuela 1990-2007

B

Fuente: Construcién propis; Cenro par s Paz, Universidad Centrlde Vencrulay Cuepo de Investgacioncs
Cientificas Penales y Criminalistcas, Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y de Justicia.








OEBPS/Images/img7.PNG
Cuadro 1.7
América Latina: lugar de homicidios como causa de muerte
en los jévenes entre 15 y 24 afios

Lugar cn |a causa de muere

Paises

Primera causa

Colombia, Brasil El Salvador, Venczucla,
Guatemala, Paraguay, Panamd, Ecuador,
Argentina, Nicaragus, Hait(

Scgunda causa

Mésico, Costa Rica

Tercera causa

Chile, Reptblica Dominicana, Uruguay

Fuente: Construccién propia sobre OPS, 2006
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Cuadro 1. 8
Tasa de homicidios por cada 100.000 hab. en Venezuela

Asio Niimero de Homicidios Tasa
1987 1.485 8
1988 1709 9
1989 2513 13
1990 2474 13
1991 2502 13
1992 3366 16
1993 4292 21
1994 4733 2
1995 4481 21
1996 4961 22
1997 4225 19
1998 4550 20
1999 5.968 25
2000 8.022 33
2001 7.960 32
2002 9617 38
2003 11.342 44
2004 9719 37
2005 9.964 37
2006 12.257 45
2007 13.156 49

Fuente: Observatorio Venczolano de Violenciay del Centro para a Paz, Universidad Central de Venezucla;
Ministrio del Poder Popular para las Relciones de Interores y Jusicia, Instnuto Nacional de Estadistica
(INE) para Veneauel.
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Cuadro 1.4
América Latina: Clasificacién de paises en relacién con la tasa media
mundial de homicidios (c7rea 2002)

Nivel de violencia Tasas por 100.000 hab. Paiscs
N ‘Menor que la tsa mundial  Argenina, Chile, Costa
Violendia baja Menores de 8,8 Rica, Uruguay, Paraguay

TASA MUNDIAL DE HOMICIDIOS: 8,8
Superior que la tasa mun- _Pert, Nicaragus, Ecuador,
dial hasta una vez. Entre  Reptiblica Dominicana,

Violencia media

887176 Panamé
Entre dos y tres veces la
Violencia alta tasa mundial. Entre 17,6 Brasil, México
y264
‘Mis de tres veces la tasa i
o] Colombia, El Salvador,

Viclencia muy alta Venczucla, Honduras

Mis de 26,4 homicidios

Fuente: Construccién propia, OPS, 2003, WHO, 2002, Bricefio-Len, Villaveces & Concha- Eastman, 2008
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Grifico 1.3. Comparacién de la tasa de homicidios por cada
100.000 hab. entre Colombia y Venezuela
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Fuente: Observatorio Venczolano de Violenciay del Centro para a Paz, Universidad Central de Venezucla;
Ministrio del Poder Popular para las Relciones de Interores y Jusicia, Instnuto Nacional de Estadistica
(INE) para Vencruck, A. Mockus de la Universidad de Colombia, sobre datos de Ia Polica Nacional de

Colombia, Departumento Administrativo Nacional de Estadistica (DANE) para Colombia.





